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Contexto
	El 22 de julio de 2013, la Relatora Especial convocó una consulta regional sobre el derecho a una reparación efectiva para las víctimas de la trata de personas, en la que participaron representantes de Estados de América Latina y el Caribe, además de expertos y partes interesadas pertinentes. El propósito de la consulta era recabar opiniones sobre el proyecto de principios básicos sobre el derecho a una reparación efectiva para las víctimas de la trata de personas (en lo sucesivo, Proyecto de Principios Básicos). Esta consulta regional es la segunda de una serie de consultas convocadas para preparar un informe que se presentará en su 26° período de sesiones del Consejo de Derechos Humanos en cumplimiento de su resolución 20/1[footnoteRef:2]. Esta consulta regional forma parte de una serie de consultas convocadas por la Relatora Especial para llevar a cabo un debate más profundo sobre el contenido del Proyecto de Principios Básicos.	 [2: 	 	A/HRC/RES/20/1] 

Durante el desempeño de su mandato, la Relatora Especial ha abogado constantemente por la importancia del derecho a reparaciones efectivas para las víctimas de la trata de personas, puesto que juega un papel crucial en el aseguramiento de la recuperación (rehabilitación) y reintegración de las víctimas, así como para prevenir nuevos riesgos de victimizaciones. En el informe para el Consejo de Derechos Humanos del año 2011, la Relatora Especial analizó la base conceptual del derecho a una reparación efectiva en el contexto de las víctimas de la trata de personas y expuso recomendaciones a los Estados sobre cómo cumplir sus obligaciones de proporcionar reparaciones efectivas a dichas víctimas[footnoteRef:3]. En el mismo informe, la Relatora Especial presentó al Consejo de Derechos Humanos el “Proyecto de principios básicos sobre el derecho a una reparación efectiva para las víctimas de la trata de personas”, el cual tiene el objetivo de brindarles a los Estados una guía útil para hacer operativo el derecho a una reparación efectiva. El informe mencionado anteriormente se sustentó en una consulta de expertos realizada en noviembre de 2010 en Bratislava, donde se reunieron expertos del ámbito académico y de la sociedad civil, junto a organizaciones regionales e internacionales y organismos de las Naciones Unidas para debatir sobre diferentes medios y formas de hacer efectivo el derecho a una reparación efectiva. Se centraron en el marco normativo, el contenido y el alcance de este derecho, además de las respuestas y estrategias reales de los Estados para implementarlo a nivel nacional[footnoteRef:4]. Durante el desarrollo del informe temático, la Relatora Especial también solicitó la visión de las partes interesadas mediante un foro de debate en línea llevado a cabo en febrero de 2011. Además, la Relatora Especial presentó en la Asamblea General de las Naciones Unidas del 2011[footnoteRef:5] su análisis temático sobre la materialización del derecho a reparaciones efectivas para las víctimas de la trata de personas y el Proyecto de Principios Básicos. [3: 		 A/HRC/17/35]  [4: 		 A/HRC/17/35/Add.6]  [5: 		 A/66/283] 

Tomando nota de los informes presentados por la Relatora Especial, el Consejo de Derechos Humanos adoptó la Resolución 20/1[footnoteRef:6]en junio de 2012, que entre otras consideraciones, le solicita a la Oficina del Alto Comisionado para los Derechos Humanos (de ahora en adelante, ACNUDH) organizar, en estrecha colaboración con la Relatora Especial sobre los derechos humanos de las víctimas de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, consultas con Estados, organismos regionales intergubernamentales y organizaciones de la sociedad civil sobre el Proyecto de principios básicos sobre el derecho a una reparación efectiva para las víctimas de la trata de personas. También solicita enviar un resumen al respecto al Consejo de Derechos Humanos en su 26° período de sesiones en junio de 2014.  [6: 		 A/HRC/RES/20/1] 

		Introducción
	 El Representante Regional para América del Sur del ACNUDH, Amerigo Incalcaterra, entregó observaciones iniciales donde puso énfasis en la importancia de sostener estas consultas regionales con el objetivo de llegar a un consenso universal sobre el Proyecto de Principios Básicos, que representa un camino hacia el acceso institucionalizado a reparaciones efectivas para las víctimas que se base en el derecho internacional. Amerigo Incalcaterra también agregó que el sufrimiento que provoca la trata de personas debe abordarse dentro del marco de la responsabilidad de los Estados de proteger, la que debe manifestarse mediante el acceso a una diversa gama de servicios jurídicos y sociales que contribuyan a la reparación  (rehabilitación) total de las víctimas y a su reintegración a la sociedad. Según el Representante Regional del ACNUDH, los daños no se pueden abordar sólo desde el ámbito financiero; la divulgación de la verdad y conceder garantías de no recurrencia es esencial para consumar reparaciones efectivas. La trata de personas es un fenómeno del que América Latina no está libre, donde las víctimas suelen ser mujeres pobres y vulnerables que se ven atraídas por la migración en busca de mejores oportunidades laborales y que terminan en condiciones de trabajo abusivas y explotadoras. Si bien algunos países de la región han llevado a cabo iniciativas para abordar esta plaga, diversos mecanismos de derechos humanos han expresado recomendaciones para fortalecer y fomentar las medidas que ya han implementado los Estados de la región. 
Joy Ngozi Ezeilo, Relatora Especial sobre los derechos humanos de las víctimas de la trata de personas, especialmente mujeres y niños, reiteró que la trata de personas afecta a los derechos humanos de las personas y que, a menudo, las víctimas no pueden acceder a reparaciones efectivas. A pesar de que el derecho a reparaciones efectivas está bien asentado en el derecho internacional, aún existen grandes diferencias en su aplicación. En muchos lugares, los derechos se proporcionan a las víctimas como parte de investigaciones criminales o, eventualmente, en colaboración con la investigación y sus medidas ad hoc. Las víctimas rara vez reciben algún tipo de indemnización y suelen ser deportadas de vuelta a sus países de origen sin siquiera la oportunidad de buscar una reparación. La Sra. Ezeilo recordó que el Proyecto de Principios Básicos se basa en las normas internacionales de derechos humanos y su objetivo es aportar claridad para ayudar a los Estados miembros a concebir políticas y leyes adecuadas para satisfacer los derechos humanos de las víctimas. Además, recalcó que aprender y compartir buenas prácticas y lecciones aprendidas de la región formó parte del proceso para desarrollar estos principios básicos.
El debate se estructuró en torno a dos componentes: (1) los componentes sustantivos del derecho a una reparación efectiva; y (2) los componentes procesales del derecho a una reparación. De hecho, el derecho a una reparación efectiva conlleva obligaciones sustantivas y procesales de parte de los Estados. Las normas internacionales de derechos humanos estipulan claramente que los Estados tienen obligaciones sustantivas de proporcionar una reparación efectiva a las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario, entre las que se incluyen asegurar acceso igualitario y efectivo a la justicia y una pronta y adecuada reparación por el daño sufrido. De acuerdo con estas normas, la reparación incluye: restitución, incluida la rehabilitación; indemnización; satisfacción y garantías de no recurrencia[footnoteRef:7]. Las obligaciones procesales pueden considerarse como las diversas medidas necesarias para garantizar el acceso a una reparación efectiva.  [7: 		Véase Principios y directrices básicos sobre el derecho de las víctimas de violaciones manifiestas de las normas internacionales de derechos humanos y de violaciones graves del derecho internacional humanitario.] 

		Componentes sustantivos del derecho a una reparación efectiva 
En esta sesión, los expertos realizaron presentaciones sobre los marcos jurídicos nacionales e internacionales existentes sobre el derecho a una reparación efectiva. También se refirieron al contenido de los derechos y las obligaciones relacionados con reparaciones efectivas, incluida la responsabilidad de proteger del Estado. 
Derechos y obligaciones relacionados con reparaciones efectivas
La Relatora Especial destacó que el derecho a una reparación efectiva es un derecho humano reconocido por las normas internacionales de derechos humanos. En casos de trata de personas, que suelen cometer particulares o grupos y redes criminales, la responsabilidad del Estado puede surgir “si no ha adoptado las medidas necesarias para impedir los efectos de la conducta de particulares”[footnoteRef:8]. Se señaló que conforme a las normas internacionales de derechos humanos, los Estados tienen la obligación de brindar una reparación a las víctimas de violaciones a los derechos humanos cometidas dentro  de su territorio y jurisdicción. Si bien la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional y el Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar la Trata de Personas, especialmente Mujeres y Niños, que complementa la Convención de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional (de aquí en adelante, Protocolo de Palermo), no garantizan de forma expresa el derecho a una reparación para las víctimas de la trata de personas, sí le solicitan a los Estados instaurar procedimientos para permitir el acceso a indemnización, y tomar medidas que podrían formar parte de reparaciones efectivas. Aunque la mayoría de los tratados de derechos humanos no señalan explícitamente el contenido de las reparaciones, los Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho de las Víctimas de Violaciones Manifiestas de las Normas Internacionales de Derechos Humanos y de Violaciones Graves del Derecho Internacional Humanitario[footnoteRef:9] (“Principios y Directrices Básicos sobre el Derecho a Interponer Recursos y Obtener Reparaciones”) abordan las diversas formas de reparaciones, incluida la restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no recurrencia. Los Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata de personas del ACNUDH destacan que las víctimas de la trata de personas, al igual que las víctimas de violaciones a los derechos humanos, tienen el derecho a reparaciones adecuadas y apropiadas. A pesar de estas disposiciones, a menudo el derecho a una reparación efectiva no está reconocido en los marcos jurídicos nacionales, y en los casos en que la ley lo establece, casi nunca se implementa. En los casos en que la indemnización está estipulada, se realiza de modo ad hoc, a veces como parte de procedimientos jurídicos. [8: 	 	A/56/10, párr. 77 (Proyecto de artículos con sus comentarios sobre la responsabilidad del Estado por hechos intencionalmente ilícitos, primera parte, cap. II, párr. 4)]  [9: 	 	Resolución A/ 60/147 de la Asamblea General] 

Al observar las normas regionales, el Sr. Fernando García-Robles, jefe de la Sección contra la Trata de Personas de la Organización de los Estados Americanos (OEA), se refirió a la Convención Americana sobre Derechos Humanos de 1969 adoptada en San José, Costa Rica. Dicha Convención, en la que participaron 23 Estados de América, ofrece una base importante para la protección de las víctimas. El artículo 25 estipula que “Toda persona tiene derecho a un recurso sencillo y rápido o a cualquier otro recurso efectivo ante los jueces o tribunales competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechos fundamentales reconocidos por la Constitución, la ley o la presente Convención, aun cuando tal violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones oficiales”. En el mismo artículo, los Estados Partes también se comprometen: “a) a garantizar que la autoridad competente prevista por el sistema jurídico del Estado decidirá sobre los derechos de toda persona que interponga tal recurso; b) a desarrollar las posibilidades de recurso judicial, y c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda decisión en que se haya estimado procedente el recurso”. Estas estipulaciones permiten una reparación e indemnización para las víctimas y, al mismo tiempo, promueven la adopción de disposiciones jurídicas nacionales específicas para garantizar los derechos de las víctimas. 
Además, en junio de 2010, los Estados Miembros de la OEA adoptaron el Plan de Trabajo contra la Trata de Personas en el Hemisferio Occidental mediante la Resolución AG/RES 2551 (XL-O/10). Este documento no vinculante establece las directrices para ayudar a los Estados a cumplir su obligación de brindar restitución, reparación (rehabilitación), indemnización, satisfacción y garantías de no recurrencia a las víctimas. En la sección 3 de las directrices del Plan de trabajo sobre la protección, se les sugiere a los Estados Miembros de la OEAs an, iversal consensus on the D leaving in fearcountry of originnd the UN OHCHR access to legal remedies and protection. :
· adoptar medidas apropiadas (...) para la asistencia y protección de las víctimas de trata de personas y/o testigos nacionales y extranjeros, y cuando sea el caso, familiares inmediatos;
· en colaboración con la sociedad civil y el sector privado, crear programas de apoyo laboral, educacional y vocacional, para víctimas de trata de personas e individuos vulnerables a este delito;
· asegurar que las víctimas de trata de personas sean informadas sobre protección y otros servicios disponibles (servicios consulares) para ellas, en un idioma que comprendan;
· asegurar que el personal con quien la víctima se contacte, tal como agentes consulares, agentes de inmigración, policías, inspectores de trabajo, trabajadores sociales, personal de salud y representantes de la sociedad civil, hayan recibido entrenamiento en la identificación de y asistencia a las víctimas de la trata de personas;
· desarrollar políticas y programas para proteger a las víctimas de trata de personas basadas en el respeto a los derechos humanos, teniendo en consideración género, edad, salud y otros factores;
· adoptar políticas para asegurar que las víctimas de trata de personas carentes de un status migratorio regular tengan acceso a la protección que se ofrece a las víctimas;
· adoptar medidas de protección especiales, en cooperación con la sociedad civil, para la protección de menores víctimas de trata de personas.
Estas disposiciones deberían guiar el desarrollo de leyes y políticas exhaustivas e integrales para llevar a cabo reparaciones efectivas para las víctimas. Es esencial abordar los factores impulsores que hacen que las víctimas de la trata de personas sean objetivos fáciles y vulnerables para los traficantes. En este sentido, la cooperación entre los Estados es muy importante y se transforma en un factor clave para garantizar la no recurrencia. El Sr. García-Robles recalcó los principales desafíos para la realización del derecho a reparaciones efectivas para las víctimas de la trata de personas en América. Entre ellos se incluyen: centrarse de manera sesgada en la explotación sexual, lo que hace invisibles a aquellas víctimas de la trata de personas para la explotación laboral; la falta de procedimientos institucionalizados adecuados para la indemnización de las víctimas; el impacto de la discriminación en el acceso de las víctimas a la justicia, pero también la perpetuación de algunas prácticas culturales que fomentan la trata de personas y la explotación laboral, especialmente en el ámbito del trabajo doméstico. También enfatizó la necesidad de contar con iniciativas institucionalizadas coordinadas entre las distintas instituciones nacionales involucradas en ayudar a las víctimas.
Pablo de la Vega, Coordinador Regional de la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo, se centró en la obligación del Estado de proteger a las víctimas, independientemente de su condición de inmigrantes. Recalcó la necesidad de cambiar el paradigma utilizado para enfrentar el delito de trata de migrantes desde un enfoque de seguridad nacional a un enfoque de derechos humanos centrado en las víctimas. De la Vega además señaló la necesidad de ampliar la protección de las víctimas a los familiares cercanos, además de a aquellos que entregan apoyo a las víctimas. En algunos casos, las redes de traficantes han presionado y amenazado a las familias de las víctimas para evitar que escapen de la situación de explotación y cooperen con las autoridades encargadas de hacer cumplir la ley. Los trabajadores sociales también han sido blanco de las redes de delincuencia organizada en el momento de rescatar y ayudar a las víctimas. La protección de la intimidad también es fundamental para asegurar el derecho de las víctimas a la privacidad, el cual puede jugar un papel importante en su recuperación (rehabilitación) al evitar que sufran de estigmatización y vivan con miedo. De hecho, el artículo 6 del Protocolo de Palermo señala el requisito de que los Estados protejan la privacidad e identidad de las víctimas de la trata de personas, lo que incluye, entre otros, llevar a cabo de forma confidencial los procedimientos jurídicos relacionados con dicha trata. Se reconoció el problema de la barrera idiomática como un obstáculo real para la realización efectiva del acceso igualitario a la justicia para aquellas víctimas de grupos minoritarios o de países fuera de la región.
Reparación
Francisco Maldonado, profesor de Derecho Penal y Subdirector del Centro de Estudios de Derecho Penal de la Universidad de Talca, aportó comentarios sobre la conceptualización del componente de reparación. Destacó que las iniciativas realizadas para conceptualizar los procesos penales han sido débiles. Además, recalcó que los Estados tienden a copiar al pie de la letra el Protocolo de Palermo al incorporarlo, pero no consideran de qué manera encaja la figura penal de trata de personas dentro de su propio marco jurídico nacional, el que, a cambio, puede conducir a la impunidad. Se hizo hincapié en la necesidad de desarrollar un derecho penal adaptado para castigar el delito de trata de personas y todas las formas de explotación vinculadas a ella con el objetivo de adaptar o superar las diferencias existentes en los marcos jurídicos nacionales. La figura penal de trata de personas se presentó como un delito dicotómico que se divide en a) la figura de apartar a la persona del acceso a la red de seguridad social (transferencia) y b) la figura de situar a la persona en una situación de necesidad que favorece la explotación. Según Maldonado, ambas dimensiones deberían castigarse de forma independiente. Destacó que, por ejemplo, aunque la prostitución no es un delito en algunos países, las personas que realizan trata de personas para la explotación sexual deberían ser inculpadas por el delito de trata de personas, de explotación laboral, y además, por proxenetismo. Es necesario conceptualizar el delito de trata de personas como un delito de múltiples facetas, que suele incluirse dentro del marco de las redes de delincuencia organizada, dando lugar a diversas violaciones para las que es preciso crear disposiciones penales específicas y concretas.
Rosylin Borland, Especialista Regional de Derechos de los Migrantes y Grupos Vulnerables de la Organización Internacional para las Migraciones (IOM), hizo hincapié en que un sistema de protección integral, basado en los derechos y centrado en las víctimas es una condición básica para la realización del derecho a la reparación efectiva para las personas víctimas de la trata. La IOM trabaja contra la trata en conjunto con los gobiernos y organizaciones de la sociedad civil con el objetivo de cubrir las deficiencias existentes en la ayuda que los gobiernos prestan a las víctimas. La IOM dirige un fondo mundial para el retorno y reintegración voluntaria de las víctimas de la trata. Sólo en el año 2012, la organización prestó ayuda a 6.500 víctimas de la trata de personas. De ellos, el 42% eran hombres o niños, el 45% estaba en situación de explotación laboral y el 20% era víctima de explotación sexual. Estas cifras permiten apreciar que el foco de las respuestas a la trata de personas, a menudo, está sesgado hacia las víctimas de explotación sexual que son mujeres o niñas, lo que deja a un lado una cantidad cada vez más grande de víctimas masculinas de la trata para la explotación laboral, lo que podría posteriormente afectar su acceso a reparaciones efectivas. Es importante identificar de manera precisa las presuntas víctimas y proporcionarles protección inmediata antes, durante y después de las etapas de investigación y enjuiciamiento, si es que deciden involucrarse en estos procedimientos jurídicos. El tráfico ilícito de migrantes y la trata de personas son cuestiones intersectoriales; por lo tanto, para asegurar de forma eficaz la protección de todas las víctimas, es esencial que los Estados se abstengan de criminalizar a aquellas víctimas que son migrantes indocumentados como resultado de la situación de explotación en la que se encuentran o que se han involucrado en actividades delictuales obligados por sus traficantes. La Relatora Especial ha señalado frecuentemente que en los Principios y Directrices recomendados sobre los derechos humanos y la trata de personas del ACNUDH[footnoteRef:10] se estipula que las víctimas de la trata no deben ser detenidas, acusadas ni procesadas por involucrarse en actividades ilegales, siempre que dicha participación sea una consecuencia directa de su situación como víctima de la trata de personas.  [10:  (E/2002/68/Add.1)] 

La Sra. Borland también enfatizó que el estado de inmigración de las víctimas suele afectar su capacidad de mantenerse en el país durante los programas de ayuda. Es importante que los migrantes indocumentados tengan acceso a ayuda especializada para la realización de su derecho a una reparación efectiva. No contar con una indemnización institucionalizada que garantice la independencia financiera de las víctimas es un obstáculo serio. Una vez más se recalcó el acceso, a menudo, inadecuado o la falta de acceso a ayuda jurídica, especialmente en el idioma que hablen las víctimas, lo que constituye una barrera a la realización de la reparación para las víctimas.  
Restitución y recuperación (rehabilitación)
La Sra. Borland también enfatizó que, aún después de que se completa la fase de recuperación (rehabilitación), a veces las víctimas pueden volverse vulnerables y necesitar acceso a los programas, en caso de ser necesario. Las medidas de reintegración también deben incluir mediaciones familiares, ya que en algunos casos las familias están involucradas en la trata de sus parientes, especialmente mujeres y niñas. Es más, es muy importante abordar la dimensión social de la reintegración dentro de la comunidad de origen, donde la estigmatización de las víctimas puede poner en riesgo la reinserción efectiva. En este sentido, generar conciencia es vital, al igual que desarrollar las capacidades de las comunidades donde viven las víctimas para evitar nuevas victimizaciones. Para generar una recuperación efectiva y sustentable es necesaria una gama integral de servicios, entre los que se incluyen, abordar las causas iniciales o los factores impulsores en los países de origen.
Alejandro Guevara, del Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento al Delincuente (ILANUD), también destacó que con respecto a la recuperación (rehabilitación), se les debería permitir a las víctimas recibir un permiso de permanencia, decidan o no cooperar con las autoridades judiciales. Además, se les debería otorgar el derecho a un retorno seguro si eligen esta opción. Es importante que al regularizar la condición de inmigrante de una víctima mediante la transferencia de un permiso de permanencia humanitario a un permiso de residencia definitivo no se vea afectado el estado de víctima de la persona. En Costa Rica, el ILANUD y el Comité de Aplicación de Leyes de la Coalición Nacional contra el Tráfico Ilícito de Migrantes y la Trata de Personas (CONATT) sostuvieron que las personas no deben perder su estado de víctimas de la trata porque: (1) el estado jurídico se atribuye debido a las características reales de la persona y (2) la víctima podría requerir nuevamente ayuda institucional y acceso a protección judicial, en caso de que surja la amenaza de otras violaciones.
Además, Paula Honisch, Secretaria Adjunta de la Oficina del Fiscal sobre Trata de Personas y Secuestros con Extorsión, señaló la necesidad de que las víctimas cuenten con acceso al mercado laboral para una reinserción efectiva en la sociedad. De hecho, es fundamental para las víctimas recuperar su autonomía financiera y económica, la que las empoderará y protegerá contra situaciones de vulnerabilidad. Esto se puede lograr mediante el acceso a programas de capacitación vocacional, pero también al involucrar actores privados y empresarios para que ofrezcan oportunidades laborales a estas víctimas.
En conexión con lo anterior, Juan Miguel Petit, Asesor de Derechos Humanos (ex Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la venta de niños) de la Oficina de las Naciones Unidas del país en Uruguay, hizo hincapié en la necesidad de contar con programas de ayuda integral, incluida asistencia al largo plazo, que deberían cubrir todos los aspectos de los derechos que se han violado. Es importante desarrollar políticas públicas con perspectivas de derechos humanos. La trata de personas transgrede muchos derechos fundamentales; por lo tanto, las reparaciones deben ser integrales y a largo plazo, orientadas a garantizar la recuperación total (rehabilitación).      
 Indemnización
 La indemnización, tal como lo señala la Relatora Especial, sigue siendo uno de los vínculos más débiles en el cumplimiento del derecho de las víctimas al acceso a reparaciones efectivas. La Sra. Borland destacó que el camino judicial a la indemnización puede ser problemático, puesto que, debido a su naturaleza dual, los procedimientos jurídicos comúnmente son extensos: procedimientos delictuales para la reparación y procedimientos civiles para la indemnización. Como la explotación suele suceder en sectores informales, sin regulación y sin contratos de trabajo, es también muy complejo para las víctimas presentar demandas laborales por salarios impagos ante tribunales civiles. Más aún, la condición de inmigrantes de las víctimas no debería afectar el acceso a procedimientos civiles ni a indemnizaciones, ni tampoco debería afectar el nivel de indemnización recibida, aunque las actividades se realicen en sectores informales y sin regulación. Sin embargo, se han presenciado experiencias positivas en algunas regiones que sirven como punto de partida, donde varias víctimas de la trata recibieron indemnizaciones. La Sra. Honisch agregó antecedentes sobre la indemnización al compartir un ejemplo de buena práctica de Argentina, donde los activos de los traficantes son embargados y confiscados para financiar la indemnización de sus víctimas. Además, las nuevas disposiciones jurídicas de Argentina sobre el trabajo doméstico, donde se prohíbe el trabajo de niños y se protege el trabajo de adolescentes y aquellos que trabajan en agricultura permite la indemnización en casos de explotación laboral. No obstante, tanto en Argentina como en otros países de la región, debido a que los servicios sexuales no se consideran un trabajo, es difícil para los tribunales de trabajo brindar indemnizaciones a aquellos explotados en este sector. 
La Sra. Borland también identificó la ausencia de “justicia portátil” como un obstáculo para la indemnización, ya que las víctimas que, con frecuencia, eligen la opción de la repatriación voluntaria ya no tienen acceso a la justicia una vez que regresan a su país de origen. En consecuencia, se debe mejorar la cooperación bilateral entre los países de destino y origen, especialmente en procedimientos jurídicos, al permitir a las víctimas realizar su derecho a la reparación e indemnización aunque hayan abandonado el país donde se produjo la explotación. La opción de contar con audiencias grabadas que se ha implementado en algunos países podría ser una herramienta útil para facilitar el acceso remoto a la justicia y la indemnización, además de ser una medida protectora para las víctimas.
En Costa Rica, se desarrolló una alternativa sistematizada para financiar los programas contra la trata de personas. Se estableció el Fondo Nacional contra la Trata de Personas y el Tráfico Ilícito de Migrantes, que se financia mediante un impuesto aeroportuario de 1 dólar americano en todas las salidas. El fondo está dedicado completamente a financiar proyectos orientados a prevenir y enjuiciar la trata de personas, así como a ayudar a las víctimas. Este modelo se podría expandir para proporcionar la indemnización necesaria a las víctimas de la trata.
		Condiciones procesales previas para realizar el derecho a reparaciones efectivas
	En esta sesión, los panelistas realizaron presentaciones sobre la implementación del derecho a una reparación efectiva para las víctimas de la trata de personas, centrándose en los componentes sustantivos y procesales de este derecho. Como la Relatora Especial indicó, el derecho a una reparación no solo involucra un derecho sustantivo a reparaciones, sino también un conjunto de derechos procesales necesarios para facilitar el acceso a reparaciones[footnoteRef:11]. [11: 		Véase Comité de Derechos Humanos, Observación general Nº 20 (1992), párr. 14 además de A/HRC/17/35 y A/66/283.   
] 

	Destacó que para tener acceso a las reparaciones, debe garantizarse a las víctimas de la trata de personas un conjunto de derechos complementarios, entre los que se incluye la disposición de información legal, ayuda médica, psicológica, social, administrativa y de cualquier otro tipo que sea necesaria. La Relatora Especial enfatizó que la disposición oportuna de información a las víctimas de la trata de personas en el idioma y formato que comprenden sigue siendo un desafío. Debido a que los procedimientos judiciales y administrativos suelen ser complejos en muchas jurisdicciones, el apoyo jurídico es clave para permitir que las víctimas de la trata de personas reciban indemnización. La asistencia jurídica gratuita, como lo señala el Protocolo de Palermo[footnoteRef:12], aún no está disponible en muchos países. Con frecuencia, la capacidad de las víctimas de la trata de personas de solicitar reparaciones depende de la posibilidad de permanecer en países donde se buscan las reparaciones. A menudo, las víctimas son erróneamente consideradas migrantes irregulares y detenidas en centros de detención de inmigrantes, o deportadas inmediatamente sin darles la oportunidad de buscar una indemnización. La Relatora Especial recomendó que, luego de un período de reflexión y recuperación (rehabilitación), las víctimas de la trata de personas deberían recibir un estado de residencia temporal o permanente en el país donde se solicitan las reparaciones durante la duración de todos los procedimientos delictuales, civiles o administrativos. En segundo lugar, ese estado de residencia debería otorgarse por motivos sociales o humanitarios, incluso cuando no existen garantías de un retorno seguro, existe temor a represalias por parte de los traficantes, riesgo de recurrencia, o cuando el retorno no es en beneficio de la víctima de la trata de personas. [12: 	 	Véase el Protocolo de Palermo, párr. 1, 2 y art. 6, párr. 3 (b). 
] 

	El Sr. Guevara insistió en el hecho de que tanto las medidas procesales como institucionales son necesarias para efectuar mejoras reales en la realización del derecho a una reparación efectiva. Además, compartió información sobre reformas llevadas a cabo en Costa Rica, donde la CONATT ha tenido un impacto real en el acceso de las víctimas a reparaciones. La CONATT tiene la obligación por ley de promover la lucha integral contra la trata de personas y coordinar la respuesta institucional para la protección y la ayuda al corto y mediano plazo para las víctimas de la trata de personas y sus familias. La Coalición está constituida por 21 instituciones gubernamentales que son miembros con derecho a voto, pero también permite la participación de ONG y OIG como observadores. Se organiza en cinco comités permanentes, incluido un equipo de respuesta inmediata. Estos comités coordinan las iniciativas de los distintos organismos estatales (incluidas las autoridades judiciales y los ministerios públicos) involucrados en la lucha contra la trata de personas. Los comités cubren una gran variedad de actividades, entre las que se incluyen: prevención y ayuda a las víctimas, aplicación de la ley, información, análisis e investigación.
	En el primer contacto con las víctimas, es importante contar con un proceso institucionalizado que reúna representantes especializados y capacitados de las instituciones a cargo de ayudar a las víctimas de la trata de personas para evitar provocar nuevas violaciones de los derechos humanos. Este proceso debería incluir representantes de las agencias responsables de transmitir el caso a las autoridades judiciales, representantes de la Fiscalía General, representantes del Ministerio Público y representantes de la institución a cargo de proporcionar la primera ayuda y asistencia a las víctimas. El equipo de respuesta inmediata debería estar encargado de la identificación preliminar de las víctimas potenciales. Es más, es preferible que los casos de trata de personas no se manejen mediante los canales convencionales de las autoridades de migración porque es posible que los agentes de migración no estén capacitados al respecto. También existe el riesgo de una ayuda tardía a las víctimas debido a que los procesamientos son demorosos, además del riesgo a represalias e intimidación de las víctimas por parte de los traficantes que, a menudo, están juntos cuando cruzan las fronteras. El equipo de respuesta también debería estar a cargo de proporcionar ayuda sin condiciones a las víctimas y de acompañarlas en el camino a la reparación y recuperación al ofrecerles información judicial durante el período de reflexión, sin presionarlas a entablar procedimientos jurídicos. Es preferible contar con un mecanismo de ayuda multidisciplinario y de múltiples partes interesadas centralizado y coordinado para las víctimas bajo la responsabilidad de un ministerio público, en lugar de autoridades judiciales encargadas del cumplimiento de la ley involucradas en la lucha contra la trata de personas.
	Denisse Araya Castelli, Directora Ejecutiva de la ONG Raíces, recalcó la importancia de contar con estrategias coordinadas a nivel nacional para promover el acceso a reparaciones por parte de las diferentes instituciones, puesto que esto se debe considerar una responsabilidad compartida. La coordinación es crucial para evitar la desorganización, repetición y despilfarro de recursos que impacta negativamente el acceso efectivo de las víctimas a reparaciones. Es igualmente importante desarrollar las capacidades de los profesionales a cargo de brindar la asistencia social a las víctimas. Deben recibir formación especializada para atender esta categoría de víctimas de violaciones graves. También es importante que la capacitación incorpore una perspectiva cultural y de género para limitar el potencial de discriminación, especialmente cuando las víctimas son extranjeros o pertenecen a grupos minoritarios. Siempre que el fenómeno de la trata de personas sea dinámico y evolucione, la capacitación debe ser continua, debe renovarse y debe adaptarse.
	El Sr. Guevara enfatizó que es importante sensibilizar a los jueces y fiscales con respecto al delito de la trata de personas e informarles sobre el enfoque basado en los derechos humanos para otorgar una reparación e indemnización adecuada a las víctimas. Los procedimientos judiciales deben tomar en cuenta la frágil situación de las víctimas y ofrecer alternativas para su protección durante las audiencias en los tribunales.

		Visión general del debate 
	Los representantes de todos los Estados acogieron con beneplácito el Proyecto de principios básicos, considerándolo una buena iniciativa y una herramienta útil que actuará como guía para el desarrollo de disposiciones jurídicas nacionales que permitan cumplir los derechos de las víctimas de la trata de personas. Los representantes informaron brevemente de la situación en sus países y compartieron buenas prácticas y desafíos pendientes con respecto a la reparación para las víctimas.
	Se observó que el Protocolo de Palermo brinda una base importante para combatir la trata de personas  y que los Estados deben usarlo como un cimiento sobre el cual construir su legislación nacional tomando en cuenta las tendencias y manifestaciones específicas del fenómeno de la trata de personas dentro de sus fronteras. El representante de Jamaica mencionó que las últimas disposiciones jurídicas nacionales sobre la trata de personas en su país consideran las nuevas tendencias, como la trata de personas para la extracción de órganos. Todos los representantes reconocieron la responsabilidad del Estado de proteger a las víctimas y la necesidad de contar con un enfoque multisectorial y de múltiples partes interesadas para ayudar a las víctimas de la trata de personas.
	Los diversos Estados también reconocieron la necesidad de obtener el consentimiento informado de las víctimas para iniciar procedimientos jurídicos. Algunos Estados señalaron que sus disposiciones jurídicas permiten la protección de las víctimas de la trata de personas, independientemente de su condición de inmigrantes, en especial mediante la disposición de permisos humanitarios de permanencia sin condiciones. Por otra parte, se indicó el conflicto potencial entre el concepto de un período de reflexión y las disposiciones jurídicas nacionales que requieren que el Estado investigue y procese todos los delitos denunciados. Por tanto, es necesario contar con una mejor definición y especificación del período de reflexión.
	Los Estados se mostraron de acuerdo con la necesidad de crear capacidades para identificar y ayudar de mejor manera a las víctimas. Sugirieron que los Principios básicos detallen específicamente la capacitación que deben recibir los funcionarios encargados de hacer cumplir la ley, así como también los jueces y abogados.
	Se realizaron sugerencias para reflexionar sobre protocolos de investigación eficaces que no requieran que las víctimas se involucren, sino que permitan el procesamiento efectivo y sistemático de los traficantes para garantizar la reparación y la no recurrencia. 
	Diversas delegaciones destacaron la necesidad de abordar las causas iniciales, los factores impulsores que conducen a las víctimas de la trata a las manos de los traficantes. Además, resaltaron la necesidad de enfatizar las responsabilidades de los países de origen.
	Para cerrar el debate, la Relatora Especial informó que el resumen del informe de las consultas regionales se enviará a la 26° sesión del Consejo de Derechos Humanos, y destacó la importancia de recibir aportes y sugerencias de los Estados Miembros sobre el Proyecto de principios básicos.


	




ANEXO I.


Contenido

Consulta Regional sobre el derecho a una reparación efectiva
para las víctimas de la trata de personas


Lunes 22 de julio de 2013, 09.30-16.30
Edificio de la Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL)
Auditorio Enrique V. Iglesias, Av. Dag. Hammarskjold 3477, Vitacura - Santiago 


09.30	-10.00                   Registro
	

10.00-10.25
	

Introducción 

Discurso inaugural:  Sr. Amerigo Incalcaterra, Representante Regional para América del Sur del ACNUDH

	
	
Introducción y objetivos de la consulta  	
ChaSra. Joy Ngozi Ezeilo, Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños


	10.25-10.45         
	Proyecto de principios básicos sobre el derecho a una reparación efectiva para las personas víctimas de la trata de personas: - Componentes sustantivos del derecho a una reparación efectiva

	





10.45-11.00

11.00-13.00




	Visión general del marco jurídico internacional sobre el derecho a una reparación efectiva 

Sra. Joy Ngozi Ezeilo, Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños

Café

Derechos y obligaciones relacionados con reparaciones efectivas 

Sra. Rosyline Borland,  Especialista Regional de Derechos de los Migrantes y Grupos Vulnerables, IOM 

Sr. Pablo de la Vega, Coordinador Regional de la Plataforma Interamericana de Derechos Humanos, Democracia y Desarrollo (ONG)

Vías para la búsqueda de reparaciones en el marco de derecho penal existente 

Sr. Francisco Maldonado, profesor de Derecho penal y Subdirector del Centro de Estudios de Derecho Penal de la Universidad de Talca

Marcos e iniciativas regionales 
Sr. Fernando García-Robles, jefe de la Sección contra la trata de personas de la OEA 

	



13.00-14.00


14.00-15.15






















15.15-16.00 


16.00-16.30





 



	
Debate


Almuerzo


Proyecto de principios básicos sobre el derecho a una reparación efectiva para las personas víctimas de la trata de personas: componentes procesales del derecho a una reparación; restitución, recuperación e indemnización 

Condiciones procesales previas para realizar el derecho a reparaciones efectivas 

Sr. Alejandro Guevara, Instituto Latinoamericano de Naciones Unidas para la Prevención del Delito y Tratamiento al Delincuente, ILANUD 

Restitución y recuperación (rehabilitación) 

Sra. Denisse Araya Castelli, Directora Ejecutiva de la ONG Raíces 

Reparación e indemnización  

Sr. Juan Miguel Petit, Asesor de Derechos Humanos de las Naciones Unidas, Uruguay, ex Relator Especial de las Naciones Unidas sobre la venta de niños

Sra. Paula Honisch, Secretaria Adjunta de la Oficina del Fiscal sobre Trata de Personas y Secuestros con Extorsión

Debate

Conclusiones y recomendaciones
Debate final

Discurso de cierre seguido de un café
Sra. Joy Ngozi Ezeilo, Relatora Especial sobre la trata de personas, especialmente mujeres y niños



	
	


 El idioma de trabajo de la reunión será inglés y español con interpretación simultánea en ambos idiomas.
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